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Resum: 
 
El termes que presideixen el discurs de la justícia restaurativa aplicada a l’àmbit de la justícia 
transicional són extremadament potents i suggestius. Memòria, veritat i reconciliació Entre 
ells s’escriu un camí d’una única direcció. Fer memòria ens permetrà conèixer la veritat i la 
veritat serà la base sobre la que aconseguir la reconciliació. Si allò que es cerca és la finalitat 
de la reconciliació el camí estarà necessàriament alimentat de sentiments. A la memòria 
l’acompanya la vergonya, la veritat s’ompli d’emoció i a la reconciliació es vincula la capacitat 
de perdonar. Memòria, veritat i reconciliació són termes potents però també particularment 
ambigus i imprecisos. L’ambigüitat s’aprofundeix quan els utilitzem per referir-nos de manera 
indiferenciada a lo individual i a lo col·lectiu. 
 
Paraules clau: Justicia transicional i restaurativa, Memòria, veritat, reconciliació. 
 
 
RESUMEN:  
Los términos que presiden el discurso de la justicia restaurativa aplicada en el ámbito de la 
justicia transicional son extremadamente potentes y sugestivos. Memoria, verdad y 
reconciliación. Entre ellos se traza un camino de una única dirección. Hacer memoria nos 
permitirá conocer la verdad y la verdad será la base sobre la que se pueda lograr la 
reconciliación. Si lo que se busca es el fin de la reconciliación el camino estará necesariamente 
alimentado de sentimientos. A la memoria le acompaña la vergüenza, la verdad se llena de 
emoción y a la reconciliación se vincula la capacidad de perdonar. Memoria, verdad y 
reconciliación son términos potentes pero también particularmente ambiguos e imprecisos. 
La ambigüedad se amplía si los usamos para referirnos indiferenciadamente a lo individual y 
a lo colectivo. 
 
PALABRAS CLAVE: Justicia transicional y restaurativa, Memoria, verdad, reconciliación 
 
ABSTRACT: 

                                                        
∗ Este artículo ha sido realizado en el marco del proyecto Acceso a la justicia y garantía de los derechos en 
tiempos de crisis: de los procedimientos tradicionales a los mecanismos alternativos (DER2013-48284-R), 
financiado por el Ministerio de Economía, Industria y Competitividad. 
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The discourse of restorative justice when applied in the field of transitional justice are 
extremely powerful and suggestive. Memory, truth and reconciliation: Among these terms 
there is a path of a single direction. Making memory will allow us to know the truth and the 
truth will be the basis on which reconciliation can be achieved. If what is sought is 
reconciliation, the way to such end will necessarily be fed by feelings. Memory is 
accompanied by shame, truth is filled with emotion, and reconciliation is linked to the ability 
to forgive. Memory, truth and reconciliation are powerful, however also particularly 
ambiguous and imprecise terms. Ambiguity is amplified, if we use these terms to refer 
indifferently to the individual and to the collective. 
 
Key words: Transitional and restorative justice, Memory, truth, reconciliation 
 

 

 

I. La lucha contra el olvido o cómo preservar la memoria 

 

Suele decirse que el siglo XX fue un siglo de grandes crímenes de masas, 

acontecimientos cuya desmesura parece todavía hoy resistirse a ser aprehendida dentro 

de las categorías morales, políticas y jurídicas con las que tradicionalmente las sociedades 

han analizado y enfrentado las manifestaciones de violencia colectiva. La desmesura, la 

superación de toda medida, se expresa, bien en el número de víctimas, a menudo 

incontables, bien en la crueldad del trato recibido, difícil de representar y de entender. 

También en la necesidad de un nuevo lenguaje, una nueva terminología capaz de dar 

cuenta de una realidad que a muchos estudiosos les ha parecido nueva en la historia de la 

humanidad. En el ámbito de la moral los filósofos introducirán la noción de mal absoluto 

para describir el horror de los campos de exterminio. Para los pensadores de la política 

resultaran insuficientes términos como dictadura, tiranía o autoritarismo, se abrirá paso 

la expresión “totalitario” para designar un Estado en el que se hace un uso sistemático del 

terror. Desde el ámbito jurídico se propondrán tipos penales nuevos como si los códigos 

penales de siglo XIX o de principios del siglo XX no fueran útiles para perseguir y 

sancionar a los responsables de esas expresiones de violencia colectiva y extrema. 

Términos como genocidio, crimen contra la humanidad o, en los últimos años, 

democidio1 dan cuenta de la necesidad de ajustar también el lenguaje de los juristas.  

                                                        
1  Rudolph Rummel utiliza el neologismo “democidio” para referirse a las masacres cometidas por 
gobiernos contra las poblaciones que se encuentran bajo su control, lo que incluye los genocidios cuando 
las víctimas forman un grupo <<nacional, étnico, racial o religioso>>, según los términos de la Convención 
de las Naciones Unidas de 1948 o las masacres que se dirigen contra grupos por razón de su ideología de 
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Algunos pensadores sin embargo cuestionan la novedad de todos esos hechos 

violentos que caracterizan el siglo XX y el inicio del siglo XXI. Dejando a un lado la 

unicidad del holocausto que parece fuera de duda, la historia de la humanidad nos 

recuerdan pensadores como Pier Paolo Portinaro es una historia de matanzas, de 

exterminios, de grandes crímenes muchos, en su mayoría olvidados2. En ese sentido tal 

vez el siglo XX antes que el siglo de los genocidios sería el siglo en el que no se quiso 

olvidar lo ocurrido, el tiempo en el que para muchas sociedades el recuerdo y la 

rememoración del daño sufrido, pero también del daño infligido resultó una tarea 

ineludible.  

Justamente en torno a la gestión del pasado, se desarrolla la llamada justicia 

transicional una expresión con la que se ha querido designar el conjunto de iniciativas, 

(impulsadas por la administración pública o por grupos de ciudadanos privados), con las 

que muchas sociedades quieren hacer frente a un pasado de violencia. Son ejemplos de 

justicia de transición mecanismos tradicionales como la apertura de procesos penales 

contra los responsables de los crímenes o la construcción de memoriales en recuerdo de 

las víctimas, también iniciativas novedosas como la constitución de las llamadas 

comisiones de la verdad.  Tanto los primeros como las segundas giran en torno a esa 

necesidad de luchar contra el olvido. Se podría decir así, que ya no se trata solo de intentar 

llevar ante los tribunales a los perpetradores de los crímenes, sino también de que el 

proceso sirva para reconocer y recordar a las víctimas de una guerra; no solo de loar el 

valor de los soldados, sino también de avergonzarse colectivamente de sus crímenes, de 

expiar culpas individuales y responsabilidades colectivas; no basta los historiados hagan 

su trabajo dando cumplida cuenta de lo ocurrido, se demanda la iniciativa política en la 

reconstrucción de un relato común que permita a la sociedad explicarse a sí misma. Hoy 

en día hacer memoria no es una opción, sino que se considera una necesidad vinculada 

estrechamente a la salud democrática de una comunidad y sobre todo a sus posibilidades 

de futuro. Por esta razón la exigencia de medidas de justicia transicional se extiende a 

países que todos calificamos como democracias (es decir, que no consideramos que están 

                                                        
su ideología o por sus características socioeconómicas (RUMMEL, R. J. Death by Government, New 
Brunswick, Transaction Publishers, 1997, p. 3). 
 
2 Cfr. PORTINARO, P. P., L’imperativo di uccidere. Genocidio e democidio nella storia, Laterza, Bari-

Roma, Introducción. 
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en un periodo de transición) pero que sin embargo desde la perspectiva de la justicia 

transicional presentan serias deficiencias en su sistema democrático incluso es plausible 

dudar de la solidez de tal sistema desde el momento en que no se toman medidas para 

enfrentar los crímenes del pasado.  

Se puede decir, así que la justicia de transición expresa una pretensión altamente 

optimista, la de que es posible impulsar una sociedad hacia un futuro mejor trabajando 

sobre el pasado3 y, en sentido contrario, que allí donde no se afronte el pasado, allí donde 

se abrace el olvido no hallaremos más que un frágil Estado de derecho4. Por ello se exigen 

que sean los mismos dirigentes de las sociedades dañadas por las masivas violaciones de 

derechos humanos los que pongan a sus ciudadanos en una situación en la que no les sea 

posible desviar la mirada o ignorar lo acontecido y ello en pos de la construcción de una 

sociedad con futuro. 

Muchos son los documentos internacionales que establecen la obligación de los 

Estados en la preservación de la memoria, imposible sin la creación y preservación de los 

archivos. Sirva como ejemplo la resolución 2004/72 de la Comisión de Derechos Humanos de 

la Organización de Naciones Unidas («Conjunto de principios actualizado para la protección y la 

promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad») cuando se sostiene 

que:  

«El conocimiento por un pueblo de la historia de su opresión forma parte de su patrimonio 

y, por ello, se debe conservar adoptando medidas adecuadas en aras del deber de recordar que 

incumbe al Estado para preservar los archivos y otras pruebas relativas a violaciones de los 

derechos humanos y el derecho humanitario y para facilitar el conocimiento de tales violaciones. 

Esas medidas deben estar encaminadas a preservar del olvido la memoria colectiva y, en 

particular, evitar que surjan tesis revisionistas y negacionistas»5.  
También las observaciones del Comité de Derechos Humanos del 2015 dirigidas al 

gobierno español: «el Estado parte debe establecer un marco jurídico nacional en materia de 

                                                        
3 THEIDON, K., «Editorial Note», The International Journal of Transitional Justice, vol.3, n.3, 2009, p. 

1. 
4 Así se sostiene en el Informe del Consejo de Seguridad de la ONU: «The Rule of Law and Transitional 

Justice in Conflict and Post-Conflict Societies», S/2004/616. 
5 La resolución fue actualizada en 2005 (E/CN.4/2005/102) 
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archivos y permitir la apertura de los archivos sobre la base de criterios claros y públicos, de 

acuerdo con los derechos garantizados por el Pacto»6. 

Siguiendo los mandatos del derecho internacional la justicia transicional se ha 

desarrollado en las últimas décadas de manera exponencial tanto es así, que hay quien 

habla incluso de una auténtica industria que estaría compuesta por «equipos de expertos, 

consultores, con paquetes de software estandarizados y de gestión de datos, y un conjunto 

de presunciones sobre cómo "hacer memoria" y por qué la memoria importa»7. Esa 

industria en expansión mantiene la promesa de proporcionar a la sociedad herida por la 

masiva violación de derechos un nuevo comienzo, uno que no haga tabula rasa con el 

pasado, porque solo una sociedad que asume los hechos acontecidos puede tener futuro. 

Justicia transicional y amnesia colectiva, son incompatibles. Es el pasado, su recuerdo, la 

piedra angular sobre la que se construye la paz estable. 

En España algunos de los principios que sostienen la justicia transicional, 

especialmente la lucha contra el olvido, también a través de la preservación de los 

archivos, se encuentran reconocidos en la conocida como Ley de la Memoria Histórica 

de 2007 (Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos 

y se establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o violencia durante 

la guerra civil y la dictadura) o en algunas leyes de Comunidades Autónomas como la 

Ley de Cataluña 13/2007, de 31 de octubre, del Memorial Democrático; la Ley de 

Cataluña 10/2009, de 30 de junio, sobre la localización e identificación de las personas 

desaparecidas durante la Guerra Civil y la dictadura franquista, y la dignificación de las 

fosas comunes; la Ley Foral de Navarra 33/2013, de 26 de noviembre, de reconocimiento 

y reparación moral de las ciudadanas y ciudadanos navarros asesinados y víctimas de 

la represión a raíz del golpe militar de 1936; la Ley del País Vasco 4/2014, de 27 de 

noviembre, de creación del Instituto de la Memoria, la Convivencia y los Derechos 

Humanos; y la Ley de les Illes Balears 10/2016, de 13 de junio, para la recuperación de 

personas desaparecidas durante la guerra civil y el franquismo, la Ley 2/2017, de 28 de 

marzo, de Memoria Histórica y Democrática de Andalucía.  

También en la Comunidad Valenciana en estos momentos contamos con un 

Proyecto de ley de memoria democrática y para la convivencia que está a la espera de su 

                                                        
6 Observaciones finales sobre el sexto informe periódico de España (CCPR/C/ESP/6) del Comité de 
Derechos Humanos (CCPR/C/SR.3192), 20 de julio de 2015. 
7 THEIDON, K., op. cit. 
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tramitación en Cortes. En la exposición de motivos del proyecto de ley valenciano 

encontramos unas palabras que constituyen una declaración de principios de justicia 

transicional: 

«La identidad de una comunidad se forja, al mismo tiempo, en su solidaridad con 

los más desfavorecidos y con las víctimas, y en la capacidad de reflexionar sobre la 

memoria colectiva y la histórica como pueblo. La tragedia de la Guerra Civil Española 

y la posterior dictadura son hechos de nuestra historia y memoria que nos interpelan 

sobre lo que somos, quienes somos y quienes queremos ser como comunidad social y 

política. Es preciso mirar hacia delante, pero sabiendo de donde procedemos, conocer 

bien nuestro pasado y tener esa lectura colectiva de nuestra historia que permita afrontar 

los retos del presente. Mantener en la memoria a las víctimas, reconocer su dignidad, es 

el mejor freno para detener el temor y el miedo a que los hechos que convulsionaron 

nuestra historia vuelvan a suceder en el futuro».  

La futura ley valenciana parte, así, de la certeza de que ninguna sociedad puede ser 

viable, ni plenamente democrática si no se enfrenta a su propia historia. Han pasado 

muchas décadas desde los crímenes franquistas o desde la guerra civil pero no resulta 

fácil pasar página. A tenor de las nuevas normativas y de las demandas de diferentes 

grupos sociales, en nuestro país, como en otros de nuestro entorno, hacen falta iniciativas 

de justicia transicional que permitan la reelaboración correcta del pasado y se enfrenten 

a la política del olvido consagrada en el tiempo. De un lado se afirma que se debería 

buscar el recuerdo completo, la rememoración histórica exacta, la reconstrucción del 

pasado en todos sus detalles a través de la justicia ordinaria o alternativa, a través 

preservación de los archivos y, sin embargo, debemos ser conscientes de que los hombres 

olvidan y que a veces ese olvido es necesario, tanto individualmente como 

colectivamente. En este sentido van las palabras de Martha Minow cuando se refiere a los 

procesos de justicia transicional como «un camino entre demasiada memoria y 

demasiado olvido»8. 

                                                        
8 «A path between too much memory and too much forgetting» (MINOW, M., Between Vengeance and 

Forgiveness, Nueva York, Beacon Press, 1998, p. 4). Según Tony Judt: «[...] la asombrosa recuperación 

de la Europa de la posguerra no habría sido posible [...] sin un grado considerable de olvido en la propia 

manera de recordar la guerra y la propia posguerra» (JUDT, T., Postwar. A History of Europe since 1945, 

Nueva York, Penguin Books, 2005, pp. 61-62. Trad. mía. Existe edición castellana: Postguerra: una 
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Justamente en esa senda que para los defensores de la justicia transicional parece 

necesario recorrer, entre la amnesia de quien no conoce su pasado y, en ese sentido, no 

se conoce a sí mismo, y el excesivo recuerdo que imposibilita el futuro, que nos condena 

a vivir anclados en un mundo que ya no existe, el objetivo de hacer justicia a las víctimas 

se enreda con la pretensión última de lograr estabilidad social o garantía de no repetición. 

Se buscan las mejores acciones que se puedan emprender para asumir la responsabilidad 

individual y colectiva siempre al servicio de un relato de los hechos común en que todos 

los miembros de la sociedad tengan su lugar9. A veces, sin embargo, la alternativa entre 

lo colectivo y lo individual se presenta como disyuntiva y no como complementaria. Las 

exigencias de la responsabilidad colectiva no van a la par de las exigencias de 

responsabilidad individual. Buscamos el bien de la sociedad o el bien del individuo y 

podemos sacrificar el uno al otro. Si abandonamos la senda trazada, nos perdemos en el 

olvido indiscriminado o en una rememoración vacía de sentido. 

Quiero fijarme en este artículo solo en un aspecto de la justicia transicional aquel 

que tiene que ver con la justicia restaurativa es decir con un modelo de justicia que se 

sostiene, responden mejor a las exigencias de construcción de unas bases sólidas para una 

sociedad dañada por el horror. También porque es la justicia restaurativa la que se 

repropone en estos momentos en España, en la Comunidad Valenciana, visto los 

reiterados fracasos en la apertura de procesos penales para perseguir y sancionar a los 

autores de los crímenes del franquismo. La restauración se entiende como reconciliación 

social a través de la recuperación de la memoria individual y colectiva. Veámoslo.  

 

II. El ideal de la justicia restaurativa. Memoria, verdad y reconciliación 

                                                        
historia de Europa desde 1945, Madrid, Taurus, 2006). 
9  Porque, como en todos los procesos de masivas violaciones de derechos humanos, existe una 

responsabilidad colectiva que trasciende a los meros protagonistas de esos hechos y se extiende a los que 

han nacido y viven en un contexto sociocultural donde esas violaciones fueron posibles. En palabras de J. 

Habermas: «También los nacidos después de esos hechos han crecido en una forma de vida en la que 

aquello fue posible […]. Nuestra forma de vida está vinculada con la forma de vida de nuestros padres y 

abuelos a través de una trama casi inextricable de transmisiones familiares, locales, políticas y también 

intelectuales, es decir, a través de un medio histórico que es el que nos ha hecho ser lo que somos y quienes 

somos» (HABERMAS, J., «Del uso público de la historia. La quiebra de la visión oficial de la República 

Federal de Alemania», Pasajes. Revista de pensamiento contemporáneo, n.º 24, 2007, p. 79). 
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Aunque la justicia restaurativa está cada vez más presente a la hora de enfrentar las 

consecuencias de las violaciones masivas de derechos humanos, cabría recordar, sin 

embargo, que lo que podríamos llamar el paradigma de la restauración no nace vinculado 

a los grandes crímenes contra la humanidad, sino a la delincuencia juvenil común y que, 

tanto en sus orígenes como es sus posteriores desarrollos, constituye una alternativa a la 

justicia penal ordinaria o, mejor, una superación de sus defectos y debilidades10. 

Tanto ante crímenes comunes como ante crímenes contra la humanidad la justicia 

penal, nos dicen los defensores de la restauración, no atiende suficientemente a las partes 

en conflicto, se olvida de la víctima y se concentra solo en el castigo del autor del crimen. 

Olvida también que el mismo crimen no es solo o prima facie una violación de una norma 

jurídica, sino un conflicto entre particulares que daña al individuo, pero también a la 

sociedad en la que vive. Desde la perspectiva de la restauración si en España se hubiese 

perseguido judicialmente a los responsables de los crímenes del franquismo tal vez 

tampoco habríamos obtenido el fin deseado de reconciliación. Se trata de un objetivo muy 

exigente que no solo implica el cese de la violencia sino el reconocimiento del daño 

causado en un espacio de auto-compresión propiciado en que se cuenta con la 

participación de la víctima y también del victimario. 

Así frente a los mecanismos tradicionales de lucha contra el crimen, en la 

restauración se «antepone las necesidades reales de los sujetos, la comunicación 

emocional, la ética del cuidado o los objetivos de pacificación sobre la concepción 

idealista de la justicia. Estos objetivos y estas necesidades de los individuos y de las 

comunidades se anteponen también al ejercicio del poder del Estado o al imperio de la 

racionalidad del Derecho penal ilustrado e igualitario. Sus detractores naturales serían 

pues, ante todo, aquellos que confían en la “terapéutica punitiva”, con todos sus ropajes 

simbólicos y comunicativos…»11. 

Se podría decir así que la justicia restaurativa nace de la imposibilidad de acudir al 

derecho penal pero también de la crítica al mismo, de su agotamiento, de sus limitaciones, 

                                                        
10  Cfr. BRAITHWAITE, J., Restorative Justice and Responsive Regulation, Nueva York, Oxford 

University Press, 2001, p. 7. 
11 TAMARIT SUMALLA, J., «El necesario impulso de la Justicia restaurativa tras la Directiva europea de 

2012», Ars Iuris Salmanticensis, vol. 1, n.º 1, junio 2013, pp. 139-160. 
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de todos los vacíos que el ejercicio del proceso penal deja, también cuando se enfrenta a 

violaciones masivas de derechos humanos, en el espacio de una comunidad humana. 

Pensemos en todas las críticas referidas a los grandes juicios llevados a cabo por 

tribunales internacionales o a esa idea, no siempre minoritaria entre juristas, de que el 

proceso no es el instrumento adecuado para enfrentar la violencia colectiva. Es justamente 

la atención a lo colectivo, sin abandonar la identificación de la responsabilidad 

individual12, lo que hace de la justicia restaurativa un instrumento especialmente valioso 

y demandado en el escenario postconflicto. 

La máxima expresión de la justicia restaurativa en el ámbito de la justicia de 

transición son las llamadas comisiones de la verdad que se constituyeron por primera vez 

en algunos países de América Latina. En 1983 se nombró en Argentina la Comisión 

Nacional sobre la Desaparición de Personas (CONADEP), en 1990 en Chile la Comisión 

Nacional de Verdad y Reconciliación y en 1992 la Comisión de la Verdad para El 

Salvador. Pero sin duda alguna, la comisión de mayor repercusión internacional es la que 

se creó en Sudáfrica en 1995: Truth and Reconciliation Commission, que, con sus luces 

y sombras, se suele considerar el momento fundante de la presencia ineludible de 

mecanismos de justicia restaurativa en los países en procesos de transición13. 

Las comisiones para la verdad y la reconciliación, obviamente, no imparten justicia 

penal, no tienen la capacidad de sancionar a los actores de los abusos, tampoco de 

determinar su culpabilidad, aunque pueden hacer recomendaciones y pueden servir a la 

investigación sobre los hechos. Su principal cometido es el esclarecimiento de la verdad. 

La búsqueda (truth-seeking), la narración de la verdad (truth-telling) y, a través de ella, 

la curación o sanación de las víctimas y la reconciliación social. Movidos por el objetivo 

de sanar heridas, se escucha el relato de las víctimas y también el de los agresores, en 

algunos casos se organizan encuentros cara a cara entre unos y otros para que unos narren 

los efectos de la agresión y los otros las razones por las cuales cometieron los delitos. 

                                                        
12 De manera que el objetivo prioritario de la justicia restaurativa sería, como se ha dicho, «sanar el tejido 

social y recuperar a las personas para la vida comunitaria» (BEA, E., «Referentes culturales y filosóficos 

de la justicia restaurativa», Teoría y Derecho, n.13, 2013, p. 195). 
13 Como señala Javier Dorado, hoy es difícil encontrar un ejemplo de transición política o de postconflicto 

en el que la idea del establecimiento de una comisión de la verdad no se haya tenido en cuenta. DORADO, 

J., «Justicia Transicional», Eunomía. Revista en Cultura de la Legalidad, n.º 8, marzo 2015, p. 197. 
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A través de estos encuentros, de las narraciones de lo sucedido, el centro de atención 

se traslada de los ejecutores a las víctimas y asistimos, como indica Portinaro, a un cambio 

del objeto de la memoria social en Occidente, que de memoria del mal infligido pasa a 

ser memoria del mal sufrido14. 

Así, el efecto más importante de las comisiones de la verdad tal vez sea ese, el hacer 

imposible la negación del sufrimiento, aunque en algunos casos su constatación suponga 

la renuncia, en nombre de la reconciliación, a la persecución penal del causante de ese 

sufrimiento o la resignación ante una realidad de impunidad. Dejando a un lado la sanción 

penal ahora se pretende que la oportunidad de relatar la propia experiencia de violencia 

sirva de curación a las víctimas y que a través de la expresión de sus sentimientos puedan 

superar por un momento el sentimiento de aislamiento, de soledad y de desconfianza 

hacia el conjunto de la sociedad en la que vive. Se busca que el relato de la propia 

experiencia permita romper la conspiración de silencio15 que tan frecuentemente rodea a 

aquellos que han sufrido la violación de un derecho. Evidentemente para que el testimonio 

dado tenga efectos no solo inter-partes sino también en el conjunto de la sociedad la 

sesiones deben ser públicas y encontrarse perfectamente documentas y recogidas en los 

archivos de la memoria creados ex profeso.  

En el contexto español algunos partidos políticos y distintas iniciativas ciudadanas 

proponen hoy la creación de comisiones de la verdad, una estatal y también comisiones 

dentro de las comunidades autónomas, para los crímenes de la guerra civil y del 

franquismo. Así, por ejemplo, lo recoge la disposición adicional sexta de proyecto de ley 

valenciana de memoria democrática. 

1. El Consell solicitará al Gobierno la creación de una Comisión de la Verdad, en 

la línea de las recomendaciones de Naciones Unidas, el restablecimiento de la verdad 

histórica, jurídica e institucional, sobre los hechos y acontecimientos acaecidos durante 

la Guerra Civil y la dictadura franquista hasta la entrada en vigor de la Constitución de 

1978. 

                                                        
14 Cfr. PORTINARO, P.P., I conti con il passato. Vendetta, amnistia, giustizia, Milán, Feltrinelli, 2011., p. 

27. 
15  DANIELI, Y., «Essential Elements of Healing after Massive Trauma. Complex need voiced by 

victims/survivors», en SULLIVAN, D. y TIFT, L., Handbook of Restorative Justice, Nueva York, 

Routledge, 2007, pp. 343 y ss. 
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2. El Consell creará una Comisión de la Verdad de ámbito autonómico para hacer 

llegar sus propias conclusiones, fruto del análisis de la realidad valenciana, a la 

Comisión de ámbito estatal. 

Es difícil predecir si el mecanismo de las comisiones de la verdad tendrá éxito en 

el contexto español. En cualquier caso, si estas comisiones se pusieran en marcha tendría 

elementos diferenciadores muy relevantes respecto a las experiencias de países como por 

ejemplo Sudáfrica, Argentina o Colombia. 

Sin duda el tiempo transcurrido desde que ocurrieron los crímenes no será una 

diferencia menor. También parece, teniendo en cuenta la letra de las distintas leyes de 

memoria autonómicas, que se proyectan comisiones de la verdad donde las víctimas 

relaten sus memorias o espacios de auto-comprensión colectiva antes que comisiones de 

reconocimiento entre víctima y victimario. Si la dimensión interpersonal (entre víctima y 

victimario) pierde fuerza por el paso del tiempo, el testimonio personal solo puede 

proyectar sus efectos sobre la propia persona que lo presta o sobre la comunidad, pero 

para que esto último ocurra será de nuevo extremadamente relevante el trabajo de archivo 

de todo lo relatado. Las consideraciones que Elizabeth Baumgartner coordinadora del 

programa ‘Dealing with the Past’, de la Fundación Suiza para la Paz, SwissPeace en 

relación a Colombia sirve también para España: 

«Muchas veces no se piensa en la utilidad de establecer un sistema de recolección 

de información desde el inicio del proceso, o bien de tener bases de datos que permitan 

la extracción de la información relevante entre toda la masa de información que existe. 

Esto es un problema al que la mayoría de los mecanismos se enfrentan. Se necesita 

planeación desde el inicio de la creación de cada mecanismo, no hasta el final del 

proceso»16.  

Sea como fuere lo que es fácil observar, es que los términos que presiden el discurso 

de la justicia restaurativa aplicada en el ámbito de la justicia transicional son 

                                                        
16  Vid. “Los archivos en los procesos de justicia transicional. Entrevista a Lisa Ott y Elizabeth 

Baumgartner”, Centro Nacional de Memoria Histórica de Colombia , 

http://www.centrodememoriahistorica.gov.co/de/noticias/noticias-cmh/los-archivos-en-los-procesos-de-

justicia-transicional. Lisa Ott y Elizabeth Baumgartner son las co-cordinadoras del programa ‘Dealing with 

the Past’, de la Fundación Suiza para la Paz, SwissPeace, que recientemente, junto a la Dirección de 

Archivo de los Derechos Humanos desarrollaron el proyecto "Mapeo de archivos de la Fiscalía General de 

la Nación en Colombia con perspectiva al trabajo de los mecanismos de justicia transicional”. 

http://www.centrodememoriahistorica.gov.co/de/noticias/noticias-cmh/los-archivos-en-los-procesos-de-justicia-transicional
http://www.centrodememoriahistorica.gov.co/de/noticias/noticias-cmh/los-archivos-en-los-procesos-de-justicia-transicional
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extremadamente potentes y sugestivos17. Memoria, verdad y reconciliación. Entre ellos 

se traza un camino de una única dirección. Hacer memoria nos permitirá conocer la 

verdad y la verdad será la base sobre la que se pueda lograr la reconciliación. Si lo que se 

busca es el fin de la reconciliación el camino estará necesariamente alimentado de 

sentimientos. A la memoria le acompaña la vergüenza, la verdad se llena de emoción y a 

la reconciliación se vincula la capacidad de perdonar. Memoria, verdad y reconciliación 

son términos potentes, pero también particularmente ambiguos e imprecisos. La 

ambigüedad se amplía si los usamos para referirnos indiferenciadamente a lo individual 

y a lo colectivo. 

 

1. Memoria 

Jon Elster enfrenta la ambigüedad terminológica y sus consecuencias. Para el 

profesor americano, el término memoria usado con rigor no puede significar más que «los 

recuerdos conscientes a nivel individual de acontecimientos anteriores, que el individuo 

bien presenció directamente como observador o bien supo cuándo sucedieron y estuvo 

cerca de donde ocurrieron»18 . Pero si tomamos este estrecho concepto de memoria 

íntimamente ligado a la emoción personal e intransferible, ¿cómo explicar, por ejemplo, 

el sentimiento de vergüenza que muchos alemanes dicen tener en relación a los crímenes 

cometidos por sus antepasados? 

Para el profesor americano resulta incomprensible. Cabría entender un sentimiento 

impersonal de indignación, nos dice, pero no un sentimiento personal. Las dinámicas de 

los sentimientos colectivos e individuales son tan diferentes que no nos conviene 

integrarlos en un único marco de comprensión o análisis19. Y es probable que Elster tenga 

                                                        
17 Como dice la profesora Emilia Bea, «responsabilidad, memoria, justicia y verdad son términos que ya 

no se pueden declinar por separado» (BEA, E., «Referentes culturales y filosóficos de la justicia 

restaurativa», cit., p. 201). 
18 ELSTER, J., «Memory and Transitional Justice», documento para el taller «Memory and War», MIT, 

enero 2003, p. 11. http://web.mit.edu/rpeters/papers/elster_memory.pdf. 
19 «I could understand it if they said they were impersonally indignant, in a way one can also be indignant 

about events taking place in a distant country, but that is not what they say. An impersonal emotion, like 

justice itself, is probably less vulnerable to decay. Because the dynamics of personal and impersonal 

emotions are so different, it may not be useful to include them in the same explanatory framework» 

(ELSTER, J., «Memory and Transitional Justice», cit., p. 12). 



Arxius per la Democràcia i Dret a la Informació 
VIII Jornades de l’Associació d’Arxivers i Gestors de Documents Valencians 

València, 26-27 d’octubre de 2017 
 

 

Cristina García Pascual   Página 13 de 24 
 

razón, podemos imaginar un sentimiento de vergüenza, o tal vez de orgullo, por hechos 

pasados que no hemos vivido. Las emociones por hechos colectivos en los que no hemos 

participado pueden depender de cuánto nos identifiquemos con nuestra propia 

comunidad, de cuánto esta forme parte de nuestra forma de ser; en definitiva, y hablando 

el lenguaje de los sentimientos, de cuánto nos duelan sus errores y nos alegren sus 

conquistas. Pero, en cualquier caso, sentimientos como la vergüenza y el orgullo por lo 

no vivido querrán decir cosas bien distintas de la vergüenza o el orgullo que podamos 

sentir por algo en lo que nosotros mismos hemos participado. De nuevo no es fácil separar 

el ámbito de lo individual del ámbito de lo colectivo. 

Tal vez aquí resulta clarificador reiterar la clásica distinción entre culpa y 

responsabilidad. Cabe recordar que la culpa no puede ser colectiva, pero la 

responsabilidad sí. Y ambas, culpa y responsabilidad, pueden identificarse sin necesidad 

de acudir a la emoción. Cosa bien distinta es que no hablemos de tener culpa, sino de 

sentirse culpable, no de ser responsable, sino de sentirse responsable. Las comisiones de 

la verdad unen ambos aspectos, buscan motivar al agresor en el proceso hacia la asunción 

de la culpa y también hacia el sentimiento de culpa. Y van de lo individual a lo social 

buscando también despertar el sentimiento de responsabilidad colectiva. 

Todo empieza con el proceso de conocer o de recordar que puede ser doloroso 

también para la sociedad en su conjunto. Aquí de nuevo se buscan paralelismos: igual 

que hay seres humanos que mantienen vivos los recuerdos pasados mucho más que otros 

habiendo vivido similares acontecimientos, también así se comportan las sociedades. En 

muchas, la emoción decae con el tiempo, pero en otras el recuerdo de las masivas 

violaciones de los derechos más básicos persiste a través de los años y puede ir mucho 

más allá de la vida de los propios implicados20. 

Hostigados por el miedo al olvido, por el temor a una amnesia cultural, muchas 

sociedades erigen monumentos o celebran actos conmemorativos. Eligen así qué recordar 

y qué olvidar. Pero, como sostiene Connerton, la relación entre memoria y olvido es 

recíproca: la amenaza del olvido engendra recuerdos y la construcción de monumentos 

                                                        
20 La idea de Elster es que la memoria está estrechamente vinculada con la emoción, que obviamente está 

presente en todos los procesos de justicia transicional. Y, como las emociones, la memoria se debilita con 

el tiempo. 
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engendra olvido21. Algo similar se puede aplicar a los archivos, su preservación protege 

el derecho de una sociedad a saber 22 .  Pero el hecho de que los documentos sean 

accesibles no basta para la construcción de la memoria colectiva se precisan medidas 

dirigidas a impulsar el uso efectivo de esos archivos, es preciso darles vida. En caso 

contrario los archivos podrían ser como esos monumentos construidos en homenaje de 

personajes que ya nadie conoce, es decir, estancias y bases de datos que contienen 

documentos que nadie consulta. 

 Por otra parte, la memoria puede estar sometida a la saturación, a «un pasado que 

no pasa»23 que se alimenta de las indagaciones históricas y filosóficas, pero también de 

la constante manipulación que del mismo realizan los actores políticos. La rememoración 

de la violencia colectiva debería mantenerse, como ya he indicado, alejada de extremos, 

de esos dos peligros constantes que la acechan. De un lado, del ahogamiento en el pasado 

y, de otro, del olvido más absoluto. Debería mantenerse entre el exceso de memoria o su 

insuficiencia; entre la excesiva consagración de las víctimas o la insuficiente memoria de 

víctimas y de supervivientes; entre tener demasiado pasado o poco reconocimiento de la 

presencia del pasado en el presente. Y siempre teniendo en cuenta que todos estos peligros 

no solo acompañan a las sociedades que emergen tras la violencia de masas, sino también 

a los individuos que se recuperan del trauma24. 

 

                                                        
21 CONNERTON, P., How Modernity Forgets, Cambridge University Press, 2009. 
22 Así se puede leer en el “Conjunto de principios actualizado para la protección y la promoción de los 

derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad” de la Comisión de derechos humanos de la 

ONU (E/CN.4/2005/102/Add.1) cuando en el principio 14 se afirma: El derecho a saber implica la 

necesidad de preservar los archivos. Se deberán adoptar medidas técnicas y sanciones penales para 

impedir la sustracción, la destrucción, la disimulación o la falsificación de los archivos, entre otras cosas 

con el fin de que queden impunes los autores de violaciones de derechos humanos y/o del derecho 

humanitario.  Mientras que en el principio 15 se sostiene que “Se deberá́ facilitar la consulta de los archivos 

en interés de las víctimas y de sus familiares para hacer valer sus derechos. En caso necesario, también se 

facilitará a las personas acusadas que lo soliciten para defenderse. Cuando la consulta persiga favorecer 

la investigación histórica, las formalidades de autorización tendrán por única finalidad salvaguardar la 

integridad y la seguridad de las víctimas y de otras personas. No podrán aplicarse las formalidades de 

autorización con fines de censura”.  
23 Cfr. PORTINARO, P. P., op. ult cit., p. 203. 
24 MINOW, M., Between Vengeance and Forgiveness, cit. 
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2. Verdad 

En el espacio entre la amnesia y la saturación se construye la memoria, pero no 

cualquier memoria, sino una que contenga verdad. Y de nuevo aquí nos encontramos con 

un concepto extremadamente complejo, demasiado grande, con demasiadas 

implicaciones para que se pueda usar banalmente. En el último siglo los juristas y los 

historiadores se han acercado con mucha precaución al concepto de verdad, pues la 

posmodernidad no dejaba otra salida. Ahora, en el ámbito de la justicia transicional se 

produce una inflación del término que se hace presente incluso en las normas jurídicas. 

¿Qué significado podemos atribuir al término verdad tras un proceso de gravísimas 

violaciones de los derechos humanos? ¿Podemos pretender verdad colectiva, un consenso 

general sobre hechos del pasado? Y en este sentido, ¿deben todos los miembros de una 

comunidad compartir una perspectiva moral única? ¿Podemos aspirar a única versión de 

la historia? 

De nuevo necesitamos rigor terminológico. Pretender la verdad puede ser excesivo. 

Cuando hablamos de verdad en el marco de la justicia transicional, como nos dice Elster, 

nos estamos refiriendo al conocimiento o, mejor, al conocimiento justificado. Una verdad 

a la que llegamos a través de la memoria, pero de nuevo no una memoria abstracta, no un 

conocimiento abstracto de un hecho pasado. Para recordar un hecho se debe haber estado 

presente en el momento en que acaeció o muy cerca del lugar donde tuvo lugar25. Así, 

nos dice Elster, es tentador apelar a ideas como «la construcción de la memoria 

colectiva», pero es una tentación a la que nos deberíamos resistir. Una vez que salimos 

de la tierra firme de los recuerdos individuales, el peligro de las construcciones arbitrarias 

y artificiales es interminable26. 

Y si debemos ser cautos con la aspiración a una verdad colectiva, en el mismo 

sentido deberemos limitar nuestra aspiración a la objetividad porque también esta puede 

que sea imposible o, más aún, puede que no sea deseable. Como apuntaba Hannah Arendt, 

                                                        
25  ELSTER, J., J. ELSTER, “Memory and Transitional Justice”, Workshop MIT enero 2003, p.11. 

http://web.mit.edu/rpeters/papers/elster_memory.pdf p. 4. 
26 «It is tempting to appeal to ideas such as “the construction of collective memory”, but it is a temptation 

I believe we should resist. Once we leave the terra firma of conscious individual memory, the scope for 

arbitrary and artificial constructions is endless» (ELSTER, J., «Memory and Transitional Justice», cit., p. 

8). 
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«describir los campos de concentración sin ira no es ser “objetivo”, sino indultarlos»27. 

Por otra parte, ¿qué objetividad puede haber en el sufrimiento de una víctima? Para Jean 

Améry algunos crímenes no tienen objetividad28. 

Por eso, siguiendo a Tamarit, conviene ser conscientes de que el relato colectivo 

que se pretende reconstruir, la verdad a la que se puede aspirar a través de las comisiones 

de la verdad, «no es algo que tenga que ver con la verdad filosófica o el modelo de 

sociedad. Lo que se busca es un mínimo denominador común respecto a una parte 

esencial de la historia, un desenmascaramiento que ponga fin a una etapa caracterizada 

por la ocultación y la sistemática manipulación. Es una verdad democrática, conquistada 

y emancipadora, no una verdad autoritaria […], compatible con el pluralismo político y 

cultural y con la libertad de investigación. Una verdad que trata de construirse a partir de 

la participación y la pluralidad, de los “fragmentos de verdad” que aportan las diversas 

experiencias individuales, bajo la premisa de que, pese a las limitaciones humanas para 

acceder a la verdad, la libertad, la pluralidad de fuentes y la participación son caminos 

más seguros para acercarse a ella que el olvido o el tabú sobre el pasado»29. 

Desde la limitación de nuestras pretensiones, construir un relato colectivo exigirá 

la evaluación o indagación de lo ocurrido. Sin duda aquí los archivos resultan un 

instrumento valiosísimo30 pero una vez establecidos los hechos, la verdad que resulte de 

                                                        
27 Vid. ARENDT, H., «A Reply», The Review of Politics, n. º 15, enero 1953, p. 79. 
28 «Un crimen, como este, no tiene objetividad», para más adelante afirmar: «Soy por siempre prisionero 

de la verdad moral del conflicto». AMÉRY, J., Más allá de la culpa y la expiación. Tentativas de 

superación de una víctima de la violencia, trad. de E. Aznar Anglés y M. Siguan Boehmer, Valencia, Pre-

Textos, 2001, p. 52. 
29 Quizás por ello algunas revisiones críticas de las comisiones de la verdad, nos dice Josep Tamarit, 

cuestionan no tanto el exceso de verdades sino la imposibilidad de que haya suficiente verdad y de que las 

víctimas y la población puedan obtener respuestas sobre las razones de los perpetradores, sobre la «verdad 

psicológica». Como se ha dicho, ninguna comisión de la verdad puede explicar de un modo convincente y 

satisfactorio los misterios de la naturaleza humana, la banalidad del mal (TAMARIT SUMALLA, J., 

«Comisiones de la verdad y justicia penal en contextos de transición», InDret, n.º 1, enero 2010). 
30 Así lo entiende el  «Anteproyecto de  ley valenciana de memoria democrática» cuando dispone en el art. 

17.3 bajo el título «Documentos de la memoria democrática valenciana y su preservación» que: «De 

acuerdo con lo establecido en la ley estatal por la que se por la que se reconocen y amplían derechos y se 

establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 

dictadura, los documentos obrantes en archivos privados y públicos relativos a la Guerra Civil y la 
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esos hechos debe ser ambientada en un universo de sentido, administrada con equilibrio, 

protegida de las instrumentalizaciones y de las falsificaciones interpretativas31. Solo así 

se podrá completar la tríada: memoria, verdad y reconciliación. 

 

3. Reconciliación 

Para que la memoria recuperada y la verdad que la misma proyecta tengan un valor 

que pueda servir a los fines de la reconciliación es necesario incorporar aspectos 

estrictamente subjetivos. No es posible, obviamente, esperar de la víctima un relato 

carente emoción. Pero desde la perspectiva de la justicia restaurativa, tampoco el relato 

del victimario puede hacerse desde la indiferencia. El reconocimiento del daño causado 

no tiene valor si no va acompañado por el dolor por las propias acciones. Es decir, no 

basta el relato de lo sucedido; al agresor se le va a exigir el arrepentimiento individual y 

sobre él se va a proyectar el reproche a nivel social. De este modo, las emociones permiten 

la reconciliación que por parte de la víctima se construye a través del perdón y por parte 

de la sociedad a través de la rehabilitación social del agresor. O, dicho de otra manera, la 

reconciliación sería el equivalente en el plano colectivo del perdón en el plano individual. 

                                                        
dictadura franquista son constitutivos del Patrimonio Documental y Bibliográfico». Mientras que en art. 

60.5 se prevén sanciones por «la destrucción de documentos de la memoria democrática valenciana, así 

como de archivos que contengan información sobre la Guerra Civil, la dictadura hasta la Constitución 

Española de 1978» Finalmente en la Disposición adicional segunda sobre “Desaparición de fondos 

documentales” se establece que: «1. En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley se 

designará, […] una comisión técnica que realizará una investigación sobre la desaparición de fondos 

documentales públicos en la Comunista Valenciana durante el periodo de memoria democrática. Las 

conclusiones de esta investigación serán publicas». Asimismo, el Consell «emprenderá, en el plazo 

máximo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, actuaciones encaminadas a que el patrimonio 

documental perteneciente a la Administración del Estado en relación con la memoria democrática de la 

Comunitat Valenciana se transfiera a la Generalitat, a excepción de los archivos judiciales que se regirán 

por su normativa específica». La Disposición adicional termina recogiendo la obligación del Cónsul de 

impulsar « las medidas necesarias, en colaboración con las Administraciones Publicas, para la 

recuperación del patrimonio documental vinculado a la memoria democrática incautado en la Comunitat 

Valenciana durante la Guerra Civil y la dictadura franquista».  

  
31 Cfr. PORTINARO, P. P., op. ult. cit., p. 203. 
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Y aquí se abren nuevos interrogantes: por un lado, ¿podemos exigir el perdón?, y, 

por otro lado, ¿es moral perdonar? No hay futuro sin perdón, decía Desmond Tutu, pero 

sabemos que solicitar el perdón a alguien es exigirle algo personal e íntimo difícil de 

impulsar desde la Administración del Estado. Entramos en un terreno en el que fácilmente 

nos deslizamos hacia una dimensión religiosa. No en balde las iglesias han jugado un rol 

muy importante en el desarrollo de la justicia restaurativa. Tanto es así que fuera de 

Occidente, teniendo en cuenta que la secularización no se ha producido de igual manera 

en todos los países, sin la función integradora de las iglesias y de las comunidades 

religiosas, la mayor parte de los procesos de paz en donde se han desarrollado comisiones 

de la verdad no habrían tenido un resultado positivo32. El estímulo de sentimientos 

religiosos ha sido utilizado como coadyuvante de la reconciliación social. 

A través de las comisiones de la verdad se busca hacer al victimario consciente de 

las consecuencias que tuvieron y tienen sus actos; también se busca que la decisión sobre 

la modalidad de reparación por la que se opte sea el resultado de un proceso colectivo que 

implique actores, víctimas y espectadores en un esfuerzo por restablecer las relaciones 

humanas entre perseguidores y perseguidos en pos de la reconciliación. Y todo este 

procedimiento, como bien destaca Portinaro, vincula su suerte al avenimiento de las éticas 

dialógicas y del reconocimiento en las que está implícita una particular concepción del 

actuar social, incluso una ética sostenida por la fe en la redención del pasado33. 

En esta intersección de exigencias colectivas e individuales en el proceso de 

reelaboración de la memoria, las comisiones de la verdad pueden interpretarse como 

experimentos para sancionar jurídicamente el pacto de no agresión sobre el que cada 

democracia debe originariamente fundarse, una condición que el ejercicio de una justicia 

penal percibida como justicia de los vencedores no está en grado de asegurar34. Ese pacto 

de no agresión que en el ámbito de un ordenamiento democrático está en la base de cada 

acuerdo constitucional, asume el carácter ulterior de pacto de reparación. De manera que, 

aunque la expectativa de volver a dar, a través de la construcción de la verdad, unidad a 

una nación dividida sea frágil y ardua (la tarea de amalgamar memorias diversas y 

                                                        
32 Ibid., p. 36. 
33 Ibid., pp. 182-184. 
34 Ibidem. 
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divergentes), entre paz, verdad y justicia subsiste un nexo que las teorías constitucionales 

contemporáneas no han hecho más que reafirmar como irrenunciable35. 

Las expectativas respecto a una restauración a través de las comisiones de la verdad 

son, entonces, altísimas, y más aún si tenemos en cuenta que a menudo se nos presentan 

como alternativa a los procesos judiciales y su conclusión como un subrogado de la pena. 

Porque si el infractor reconoce los hechos, asume su responsabilidad y adopta una actitud 

reconstructiva orientada a pedir una disculpa, reparar el daño y solicitar su reintegración 

en la comunidad, ¿qué espacio queda para la sanción penal? Y aunque no olvidemos, 

como indica Tamarit, que no es el mero perdón lo que puede servir a los fines de la 

sanción penal, sino el proceso interactivo, comunicativo, mediante el que la sociedad 

expresa reproche, recibe y favorece reparación y reintegra a todas las personas 

involucradas en el conflicto 36 , ¿son posibles esos procesos ante los crímenes más 

terribles? 

 Me temo que las altas expectativas puestas en las comisiones de la verdad, se deben 

redimensionar. Aun cuando sea positiva la ruptura del silencio, difícilmente podemos 

pensar que suponga la curación de la víctima, y todavía menos si esto sucede a través de 

un único acto de expresión o de un relato de lo vivido circunscrito en el tiempo. Tampoco 

parece realista considerar que la reconciliación en la sociedad pueda ser la consecuencia 

automática de las comisiones de la verdad. De nuevo aquí resulta difícil hacer el paso de 

lo individual a lo colectivo. 

Pero el problema mayor reside fundamentalmente en el hecho de que la comisión 

se convierta en el instrumento para evitar la sanción penal. En ese sentido, el recurso a 

las comisiones puede ser fácilmente manipulado y convertirse en una variante débil de 

una política de impunidad37. Es decir, se busca pacificar la sociedad sustituyendo la 

justicia por la verdad o, si se quiere, la justicia penal por una justicia informal y sin 

garantías. 

                                                        
35 Ibid., pp. 189-190. 
36 «Verdad, reparación y justicia aparecen pues como dimensiones de un mismo fenómeno. Proveer verdad, 

que implica censura y reparación moral, y proveer reparación y reintegración supone proveer justicia». 

TAMARIT SUMALLA, J., «Comisiones de la verdad y justicia penal en contextos de transición», cit., p. 

64. 
37 PORTINARO, P. P., op. ult. cit., p. 196. 
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La aproximación a la justicia restaurativa se nos presenta, así, con dos caras. Por 

parte de muchos ha sido reivindicada como un progreso jurídico y moral, una opción 

frente al punitivismo, un llamamiento a los mejores sentimientos individuales y 

colectivos para superar una historia que es también individual y colectiva. Pero en la 

justicia restaurativa, las comisiones de la verdad también pueden ser interpretadas (si se 

las considera desde el observatorio de la modernidad jurídica occidental) como una 

regresión a lo arcaico, a una condición de indistinción o de verdadera y propia confusión 

entre los ámbitos del derecho y de la moral. Confusión que la evolución de las sociedades 

modernas se había ocupado de aclarar y diferenciar y que ahora, también en virtud de la 

extendida deslegitimación del propio Estado de Derecho, parece necesario que se integren 

y se sostengan mutuamente38. 

 

III. A modo de conclusión 

Las políticas de transición se muestran en toda su complejidad cualquiera que sea 

la dirección que tomemos. En muchos países el camino de los procesos judiciales ha sido 

anecdótico, o incluso como en España se ha hecho imposible, la restauración a veces 

constituye un pobre sucedáneo del juicio con garantías, la reparación económica puede 

implicar la monetarización de la tragedia… Ante todos estos problemas, que podemos 

observar con mayor o menor intensidad en distintos espacios geográficos bien se puede 

decir que la teoría y la práctica de la justicia transicional llevan ya años en una fase de 

reflexión crítica39. 

Comprobamos que no hay ni puede haber un modelo único de transición hacia la 

democracia o hacia el postconflicto, Elster nos muestra una infinidad de variantes. 

Tampoco existe una única receta para la superación40 de las violaciones graves y masivas 

de los derechos humanos. En cada contexto y en cada tiempo se deberán valorar los 

aspectos que particularizan los procesos de transición y actuar de acuerdo a las exigencias 

de la realidad. 

                                                        
38 Ibid., pp. 185-186. 
39 Ibid., p. 34. 
40 La superación del pasado es un proceso lento que la sociedad debe atravesar para reafirmar la propia 

identidad colectiva de sujeto moral además de jurídico reconocido en la sociedad de naciones (Cfr. 

PORTINARO, P. P., op. ult, cit., p. 15). 
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Como hemos visto, la justicia transicional tiene cuatro objetivos principales: el 

conocimiento de lo sucedido, la búsqueda de parámetros morales y jurídicos para la 

valoración de esos hechos, la expresión de solidaridad frente a las víctimas y, por encima 

de todo, la voluntad de que lo que ha sucedido no se repita41. Al servicio de esos cuatro 

objetivos disponemos de instrumentos varios como son la justicia penal, las comisiones 

de la verdad o la justicia restaurativa, las políticas de la memoria y las reparaciones 

económicas. Ninguno de estos instrumentos, carece de problemas y ninguno por sí solo 

nos da garantías de éxito. Algunos directamente en determinados contextos son 

inaplicables. Por ello, la teoría de la justicia de transición necesariamente debe buscar 

sinergias, una aproximación holística que combine los procedimientos judiciales, las 

comisiones para la averiguación de la verdad sobre el pasado, las reparaciones, materiales 

y simbólicas, y las reformas institucionales. La búsqueda de soluciones necesariamente 

lleva al sincretismo, consecuencia de la escasa funcionalidad de las estrategias únicas.  

Cuando nada o muy poco de todo esto ha sido realizado, cuando no ha habido ni 

justicia penal, ni restauración ni suficiente reparación económica ¿qué alternativas nos 

quedan? En España, a pesar del tiempo transcurrido desde los crímenes del franquismo, 

existe una demanda social, y una obligación jurídica, como nos recuerdan los organismos 

internacionales, de implementar políticas de justicia transicional. Todas las vías están 

abiertas, pero debemos ser realistas. En la medida en que muchas de las personas que 

vivieron en los años más crudos de la represión han muerto, la justicia penal, si se logra 

abrir algún proceso, será con carácter meramente simbólico.  Muchos crímenes, ya ahora 

se puede decir sin temor a equivocarse, no tendrán nunca un juicio justo.  También la 

restauración se tendrá que plantear como un archivo de memorias antes que, como un 

encuentro sanador entre víctima y victimario, un espacio para la vergüenza, la expiación 

de la culpa y tal vez el perdón o la reconciliación. La reparación económica en el mismo 

sentido ha perdido a muchos de su posibles beneficiarios. Y no obstante queda todavía 

un amplio margen para iniciativas de justicia transicional, entre ellas sin duda la recogida 

de testimonios, la preservación de la documentación y el archivo de la misma para que el 

conocimiento de las numerosas violaciones de derechos que forman parte de nuestro 

pasado sea público, accesible al estudioso y útil para la sociedad. Una sociedad que es de 

esperar más pronto que tarde decida conocerse a sí misma. 

                                                        
41 Ibid., p. 15. 
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La dificultad de la tarea sin duda nos obliga a redimensionar las probabilidades de 

éxito porque la justicia transicional debe responder necesariamente a las máximas 

circunstanciales de la prudencia y no solo a los mandatos de una ética de los principios42. 

Pero la prudencia en ningún caso puede significar entregarnos a la adopción de políticas 

indiscriminadas de olvido o renunciar al objetivo de sanar y mejorar la sociedad en la que 

vivimos a través del conocimiento sereno de nuestro pasado. 

 

  

                                                        
42 Ibid., p. 33. 
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